[bookmark: _GoBack]Intervención de la Delegación de Uruguay
en el segundo período de sesiones sustantivas del Grupo de Trabajo especial de composición abierta establecido en virtud de la resolución 72/277 de la Asamblea General “Hacia un Pacto Mundial por el Medio Ambiente”
respecto de la pregunta 3 

Sr. Co-Presidente, gracias por otorgarme el uso de la palabra.

La delegación de Uruguay tratará de cooperar en dar respuesta a la pregunta Nº 3, sobre lo cual ya hemos manifestado la conveniencia de contar con un pacto o instrumento que contribuya y mejore la implementación del DerecAmbiental Internacional.

No obstante, en esta oportunidad nuestra intervención se dirige a llamar la atención de la sala sobre los dintintos aspectos que podrían tenerse en cuenta a la hora de analizar opciones para mejorar la aplicación del Derecho Ambiental Internacional.

En efecto, esas opciones pueden contener, en primer lugar, aspectos técnico-jurídicos. Mediante la identificación de deficiencias técnico-jurídicas en las normas y principios vigentes en el Derecho Ambiental Internacional, que inciden sobre las posibilidades de su real aplicación. Eso implica que puede proponerse que tales deficiencias técnico-jurídicas sean subsanadas o mejoradas, y, no me refiero sólo a errores, sino también a mecanismos de innovación.

Ello, requiere un trabajo muy técnico desde el punto de vista jurídico, en el que las secretarías de los acuerdos multilaterales vigentes, el propio PNUMA y algunos actores no estatales, podrían contribuir con mucho éxito.  Ciertamente no nos estamos refiriendo a soluciones que necesariamente pasen por la modificación de los principios ya aceptados o del convenidos en vigencia.

Por otra parte, en segundo lugar, para mejorar la apalicación del Derecho Ambiental Internacional, también son necesarias la adopción de decisiones y compromisos de contenido político. Ni aun la mejor norma jurídica ha de ser adecuadamente aplicada si no cuenta con la institucionalidad, con el involucramiento de los directamente alcanzados, en especial el sector privado, y, principalmente, si no es “políticamente” dotada con los recursos humanos, finacieros y tecnológicos necesarios para lograr su efectividad y eficacia. 

Para ello, no habremos de recurrir a soluciones técnicas, sino a la búsqueda de la voluntad política de los Estados y sus gobiernos, para que los países no desarrollados puedan aplicar las normas del Derecho Internacional Ambiental y las comunidades más vulnerables reciban y sientan el amparo de las normas vigentes. 

Ambos aspectos han sido ampliamente desarrollados por otras delegaciones que me precedieron en el uso de la palabra, pero debemos identificarlos y diferenciarlos, en la medida en que los instrumentos y soluciones aplicables en cada caso son muy diferentes.

Sr. Co-Presidente,

Para ilustrar esos aspectos voy a tomar el ejemplo, ya multicitado en esta reunion, del Programa de Montevideo para el Desarrollo y la Revisión Periódica del Derecho Ambiental, que es una estrategia desarrollada para los Estados y la comunidad internacional, desde hace muchos años, para crear y aplicar la legislación ambiental en el ámbito nacional e internacional.

Apenas la semana pasada, en esta misma sala, la UNEA 4 aprobó por la resolución UNEP/EA.4/L.24, un nuevo período de ejecución, al aprobar el Programa de Montevideo V para la próxima década.

El Programa de Montevideo no modifica ni altera acuerdos multilaterales existentes, sino que propende a la creación de normas y a la mejor aplicación del Derecho Ambiental, identificando prioridades para la acción del PNUMA en esta materia, mediante una red de puntos focales nacionales, con la asistencia de la academia, entidades relevantes de la sociedad civil y del sector privado.

Pero la existencia y funcionamiento del Programa de Montevideo, no es contradictorio con el proceso que nos ocupa y que deriva de la resolución 72/277 de la Asamblea General; por el contrario, son instancias jurídicas ciertamente afines y complementarias.

En otras palabras, Sr. Co-Presidente,

El resultado del proceso en el que esatmos involucrados y en la medida en que sea un pacto o instrumento de valor juridico internacional, operará en un nivel directriz, diferente al que le corresponde al Programa de Montevideo. Este último, en cambio, actúa a nivel operacional, buscando los mecanismos para operativizar los derechos y las obligaciones previstas en los acuerdos internacionales mutilaterales de medio ambiente y contribuyendo a fortalecer las capacidades nacionales de Estados para desarrollar y aplicar us propias legislaciones ambientales. 

Sr. Co-Presidente,

Concluyo esta intervención de la delegación de Uruguay, llamando la atención de usted y del resto de los colegas, en cuanto a la formulación de la pregunta Nº 3, cuyo alcance parece situarse en la mejor aplicación de “las normas y principios vigentes del Derecho Ambiental Internacional”. 

Sin embargo, deberíamos tener presente que cualquiera sea el producto jurídico de este proceso, un pacto u otra instrimento jurídicamente vinculante o incluso alguna forma de derecho blando o declaración política, siempre será necesario preveer las mejores formas de implementación de esos resultados. Es decir, las propuestas que ahora estamos escuchando y formulando, deben propender a la implementación del Derecho Ambiental Internacional, en toda su amplitud y no solamente a la normativa vigente.

Muchas gracias.
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